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Cuestionario para la Sociedad Civil de la Relatora Especial de la ONU 
sobre la situación de los defensores de los derechos humanos,  

Mary Lawlor, agosto de 2020 
 

Datos de contacto  
 

Comparta por favor sus datos de contacto en caso de que necesitemos 

comunicarnos con usted en relación con este cuestionario (opcional) 

 

 
Tipo de actor (por favor 
seleccione uno) 
 

 
  Grupo u Organización de la Sociedad Civil 

X   Defensor o defensora de derechos 
humanos 

  Institución académica, de formación o 
investigación 

  Otro (por favor especifique): 
 

Nombre de la 
organización/institución 
(si procede) 
 
Nombre de la persona 
encuestada 

 
ORGANIZACIÓN NACIONAL INDÍGENA DE 
COLOMBIA –ONIC-. 

 
Correo electrónico 
 

derechoshumanos@onic.org.co 

 
Teléfono 
 
 

(+57) 3107871382-3217910263 

 
Dirección 
 

Calle 12B #4-38, Bogotá D.C 

 
¿Podemos atribuir 
públicamente estas 

 
X  Si           No 
 
Comentarios (si fuera relevante): 

Mariana Vargas climent


Mariana Vargas climent


Mariana Vargas climent
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respuestas a usted o a su 
organización?  
 
 

 

Preguntas 
 

Los defensores y defensoras de los derechos humanos son personas que, 

individual o colectivamente, trabajan pacíficamente para promover y procurar 

la protección y realización de los derechos humanos y las libertades 

fundamentales universalmente reconocidos, de conformidad con la 

Declaración de las Naciones Unidas sobre los Defensores de los Derechos 

Humanos. 

 

1) ¿Ha recibido usted, alguno/a de sus colegas o su organización 
amenazas y ataques en línea o fuera de línea desde el 1 de enero de 2019 
hasta el 30 de junio de 2020? 
 

Sí, se han recibido amenazas y de manera constante,  

 

2) En caso afirmativo, ¿puede detallar y, en el caso de Facebook, 
preferiblemente proporcionar una captura de pantalla con la URL? 
 

Las amenazas principalmente se han recibido por medio de panfletos o 

mensajes de texto desde números desconocidos hacia las víctimas. 

 

3) ¿Alguna de estas amenazas/ataques se han traducido en asesinatos - 
puede por favor explicar los pasos desde las amenazas hasta el 
asesinato, tal y como los ve usted? 
 

Desde enero de 2019 hasta el 18 de septiembre de 20201, hemos tenido un 

total de 193 homicidios de indígenas registrados en todo el país, de los cuales 

                                                        
1 - Cifras registradas por parte del Observatorio de Derechos Humanos de la Organización 
Nacional Indígena de Colombia –ONIC, las cuales corresponden solo a su ámbito territorial de 
las organizaciones regionales, cabildos y resguardos afiliados. 
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58 han sido dirigidos a la guardia indígena, líderes espirituales, autoridades 

tradicionales y líderes indígenas; de igual manera, desde el 2019 hasta la fecha 

planteada anteriormente, se han ejecutado por actores violentos, un total de 

72 atentados, de los cuales, 35 de estos han sido perpetrados a guardia, 

líderes espirituales, autoridades tradicionales y líderes indígenas. 

 

A partir de lo anterior, manifestamos que tanto los atentados, como los 

homicidios de los líderes y autoridades indígenas, en algún momento de sus 

vidas como líderes han recibido algún tipo de amenaza por su ejercicio de labor 

social y defensa del territorio, en consecuencia con lo anterior, podemos 

manifestar que los violentos han emitido un total de 45 amenazas colectivas 

contra la guardia y organizaciones indígenas a través de panfletos, situación 

que ha desembocado en la muerte de los compañeros en los territorios donde 

se han emitido dichas amenazas colectivas. 

  

A partir de lo anterior, podemos decir que existe una relación muy estrecha 

entre este tipo de amenazas y los hechos ocurridos en la zona, las cuales 

compartiremos a continuación:  
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4) ¿Alguno de sus colegas ha sido asesinado desde el 1 de enero de 2019 
hasta el 30 de junio de 2020? 
 

Sí, desde enero de 2019 hasta el 30 de junio de 2020 tenemos registros de un 

total de 46 líderes, guardias y autoridades tradicionales asesinados.  

 

5) Si es así, ¿en qué contexto se produjeron los asesinatos? ¿Ha habido 
alguna condena por dichos asesinatos? 
 

El contexto en el cual se dio la muerte de estos compañeros en términos 

generales, se desarrollaron bajo el ejercicio permanente de liderazgo, 

autoridad y control territorial otorgado por vía mandato desde las comunidades 

indígenas.   

 

Hasta el momento, la Organización Nacional Indígena de Colombia –ONIC, no 

ha recibido notificación alguna sobre la identificación y condena hacia los 

autores intelectuales y materiales de estos homicidios por parte de las 

instituciones competentes.  

 

6) ¿Denuncia normalmente las amenazas de muerte? En caso afirmativo, 
¿dónde? 
 

Sí, constantemente se están denunciando estas amenazas de muerte por 

medio de Denuncias y Acciones Urgentes ante las Naciones Unidas, la 

ACNUR Colombia, Defensoría del Pueblo, Procuraduría, Fiscalía General de 

la Nación, Unidad Nacional de Protección –UNP, Presidencia de Colombia, 

Ministerio del Interior, Ministerio de Defensa, Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar –ICBF, también ante las diferentes Personerías municipales donde 

ocurren las amenazas y a la Red de Reacción Inmediata y el Grupo de 

Emergencia de la Comisión de Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas 

en Colombia  (Chat de Whatsapp), grupos que son conformados por 

instituciones del Estado colombiano. 
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7) ¿Qué es lo que, según la experiencia de su organización, ha 
funcionado bien para responder a las amenazas de muerte? ¿Y para 
evitar que éstas se traduzcan en el asesinato de las personas defensoras 
de los derechos humanos? 
 

Hasta el momento, hemos identificado que ha funcionado bien el Grupo de 

Reacción Inmediata, pero hemos identificado que cuando los homicidios son 

perpetrados por agentes del estado colombiano no hay respuesta efectiva a 

dichas situaciones, teniendo que el silencio por parte de ellos es lo más común 

cuando se solicita resultados e investigaciones a los hechos ocurridos; de lo 

contrario, generalmente hay respuesta oportuna por parte de la Policía 

Nacional para lograr comunicarse con las personas que han recibido la 

respectiva amenaza y proteger su vida.  

 

Sin embargo, manifestamos como Organización Nacional Indígena de 

Colombia que, los esfuerzos por parte del Estado colombiano para proteger la 

vida de las autoridades, líderes y comuneros indígenas son muy pocos, pues 

hemos visto como desde la Unidad Nacional de Protección se intentan 

desmontar o bajar la calidad de protección de los esquemas de protección, 

situación que deja aún en más riesgo ante los violentos en las zonas donde 

ejercen su actividad por la defensa de los territorios y de la vida; por lo que los 

territorios más afectados y donde ocurren la mayor cantidad de amenazas y 

homicidios, son aquellos que históricamente se ha desarrollado con mayor 

violencia el conflicto armado, y en consecuencia las comunidades indígenas 

son las más vulnerables a hechos que atentan contra sus Derechos Humanos, 

territoriales, sociales y culturales. Son zonas estratégicas para los cultivos 

ilícitos, corredores de grupos armados legales e ilegales, tráfico de armas, de 

narcotráfico, situaciones que se sobreponen a grandes megaproyectos como 

lo son la minería, obras viales, fluviales, entre otros.  

 

Por lo tanto, es de suma importancia, garantizar la presencia institucional en 

los territorios, con acciones coherentes, urgentes y eficientes para los Pueblos 

Indígenas que propendan por su seguridad, bienestar, salud, y vida, que en 
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conclusión se denomina desde nuestra cosmovisión propia como “el buen 
vivir”. 

 

Por lo tanto y ante los datos, se hace necesario por parte del Estado 

colombiano que: 

 

1- Se lleve a cabo la construcción e implementación de un Plan de 

Emergencia Integral e inmediato y una Política Pública que sea 

construida de la mano de las autoridades indígenas en los 

departamentos y municipios donde ocurren la mayor cantidad de 

afectaciones a los Derechos Humanos, pues se ha evidenciado que, 

tener los territorios indígenas militarizados tal y como lo ha planteado el 

gobierno de Colombia, no implica tener o llevar la tranquilidad o paz en 

las comunidades indígenas, pues los hechos de violencia son más 

radicalizados en estas zonas, tales como el departamento del Chocó, 

Nariño, Valle del Cauca, Norte de Santander y Cauca. 

 

2- Se requiere y se exige al Gobierno Nacional de Colombia que se 

implemente a cabalidad el Acuerdo de Paz y en especial el Capítulo 

Étnico, acuerdo firmado entre el Gobierno de Juan Manuel Santos y la 

ex guerrilla de las FARC-EP, al igual que iniciar los procesos de diálogo 

con el ELN, el desmonte del paramilitarismo en nuestro país. 

 
3- Que se refuercen los esquemas de seguridad de los líderes y 

autoridades tradicionales y espirituales de los compañeros indígenas, 

los cuales deben ser consultados y con enfoque diferencial con sus 

autoridades y personas directamente implicadas en la situación de 

riesgo por las amenazas o atentados recibidos y que no se desmonten 

o desmejoren los actuales. 


